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				PRESENTACIÓN

				Margarita Becedas González

				Directora de la Biblioteca General Histórica Universidad de Salamanca

				ESTA SALAMANCA ORGULLOSA de sus hijos más notables —incluso de quienes son adoptivos— no debería olvidar, cuando se cumplen 500 años de su nacimiento, a uno de sus eruditos y humanistas más internacionales, jurista y teólogo, presidente del Consejo de Castilla, embajador español en el Concilio de Trento, hombre de mirada penetrante retratado por Alonso Sánchez Coello e inmortalizado como un noble anciano por el Greco, tanto en su retrato como en el gran mural de «El entierro del conde de Orgaz».

				Diego de Covarrubias y Leyva (1512-1577), personaje influyente y respetado ya en su época, al que los estudiosos actuales consideran una figura de primer orden, no goza en Salamanca, sin embargo, de la popularidad de otros nombres vinculados a su Estudio. Veamos, si no: el poeta fray Luis de León cuenta en Salamanca con un colegio mayor en una plaza también dedicada a él, situada casi enfrente del solar del convento de los agustinos donde vivió; el teólogo Francisco de Vitoria —cuya doctrina colonial fue defendida por Diego de Covarrubias— o el matemático Abraham Zacuto dan nombre a bibliotecas universitarias y, por supuesto, a sendas calles, bien es verdad que este último en la zona de ensanche, en un intento de recuperar figuras históricas para el callejero salmantino; el catedrático de música Francisco Salinas, loado por Luis de León y promotor del magnífico cantoral de la Capilla Universitaria, preside en bronce la Rúa Mayor, frente a la Casa de las Conchas. Y, en fin, mucho más reciente, el universal Miguel de Unamuno da nombre a todo un campus universitario y a diversas asociaciones, entidades, colegios, etc., e incluso cuenta con un medallón en la Plaza Mayor y con una de las mejores estatuas de la ciudad, esculpida por Pablo Serrano. Todos ellos, además, excepto Zacuto —que nunca fue profesor en el Estudio, aunque a él se debe la creación de la cátedra de Astronomía en el siglo XV—, apadrinan aulas de las Escuelas Mayores, el edificio más emblemático de la Universidad de Salamanca.

				Pero, ¿y Diego de Covarrubias? Hasta hace bien poco solo un medallón en el Aula Magna de la Facultad de Filología recordaba a este culto humanista de marcada personalidad que, en palabras de Luciano Pereña, «ejerció un verdadero imperio científico en la configuración de la Monarquía hispana durante el reinado de Felipe II»[1]. Ahora también, en pleno campus universitario Miguel de Unamuno, una plaza lleva su nombre. Una pequeña plaza donde paradójicamente se encuentra la residencia universitaria heredera del antiguo Colegio de Cuenca y no el también recuperado Colegio Mayor de Oviedo, mucho más vinculado a él.

				Este volumen y la exposición bibliográfica que lo acompaña, celebrada en la Universidad de Salamanca, pretenden ser un homenaje a Diego de Covarrubias en su quinto centenario y actuar como un puente de unión entre los expertos en las distintas ramas del conocimiento que él representa y un público más general con curiosidad histórica.

				La idea del homenaje partió de la helenista Inmaculada Pérez Martín, del Consejo Superior de Investigaciones Científicas. A su propuesta se adhirió enseguida la Biblioteca General Histórica, depositaria de una parte de la biblioteca particular que Diego de Covarrubias donó a su colegio mayor, con el entusiasmo que merecía el personaje y con la prudencia que aconsejan las difíciles circunstancias económicas actuales. Como mencionaré de nuevo más adelante, el Consejo Social de la Universidad de Salamanca, el Servicio de Actividades Culturales y Ediciones Universidad de Salamanca permitieron que el proyecto se materializara.

				Varios expertos participan en los ensayos reunidos en este libro, estudiando la figura de Covarrubias desde distintos puntos de vista, sin olvidar su biografía o la contextualización de la época que le tocó vivir. Acoge este volumen, por tanto, al Covarrubias universitario, al hombre de Estado, al religioso y al jurista y, en suma, al humanista. Especial atención, tanto en la exposición como en el catálogo, ha merecido su biblioteca particular, ya que, además de haberse localizado un gran número de ejemplares que le pertenecieron[2], se analizan en profundidad la formación y los avatares de su colección, así como sus huellas personales de propietario, lector y estudioso. 

				Tras los artículos, el volumen recoge las descripciones de todas las obras exhibidas en la exposición, acompañadas de fotografías y estudios de cada pieza. Son 65 los textos expuestos y comentados, fundamentalmente libros, aunque también documentos procedentes del Archivo Histórico de la Universidad de Salamanca, todo ello distribuido en varias secciones. 

				La primera sección, destinada a la vida y obra de Diego de Covarrubias, alberga un conjunto de fuentes biográficas y universitarias que ilustran diferentes momentos de su vida y diseccionan las etapas de su relación con la Universidad de Salamanca, como estudiante de Derecho, colegial del San Salvador de Oviedo, profesor de cánones y reformador de la Universidad. Sigue el recorrido con la producción intelectual de Covarrubias, representada en sus manuscritos autógrafos y en una selección de sucesivas ediciones de sus obras, publicadas en Salamanca, Lyon, Ginebra, Venecia, etc., desde el siglo XVI al XVIII.

				La última sección ha sido dedicada a su biblioteca particular, mostrando por una parte los distintos modelos de marcas de propiedad, anotaciones y exlibris que Diego de Covarrubias incansablemente utilizaba, y, por otra parte, una antología de sus variados intereses como lector y estudioso, organizada por materias: libros que le pertenecieron de derecho civil y canónico, de historia eclesiástica, romana y bizantina, de teología y otros temas variados, tanto científicos y técnicos como literarios o filológicos.

				El volumen finaliza con la transcripción del inventario de su biblioteca, redactado en 1569 y conservado en la Biblioteca Nacional.

				No se puede cerrar esta breve presentación de la exposición y del catálogo que la perpetuará sin expresar nuestro agradecimiento hacia todas las entidades y personas que han colaborado desinteresadamente en ambos proyectos. 

				Debemos empezar por todos los investigadores que antes de nosotros trabajaron en la figura de Covarrubias y que han sido nuestras fuentes de partida. Entre ellos quiero resaltar a dos antiguos bibliotecarios de la Universidad: don Florencio Marcos, que abordó su biografía de la época salmantina examinando todos los documentos existentes en el Archivo Universitario, y doña Teresa Santander, que trabajó profundamente sobre los manuscritos griegos que le habían pertenecido; sin duda, la doctora Santander llegó a comenzar la investigación sobre sus impresos, pero, lamentablemente, sus notas no nos han llegado.

				El siguiente agradecimiento va dirigido a los profesores, investigadores, becarios, bibliotecarios y técnicos del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, de la Universidad de Salamanca, Universidad de Valladolid, Real Biblioteca de Madrid, Universidad Carlos III y Universidad Complutense que han trabajado desinteresadamente rebuscando datos, aportando ideas o escribiendo los artículos, fichas y comentarios de los libros que se exhiben en la exposición y se recogen en este volumen. Sus nombres aparecen de un modo u otro reflejados en el catálogo, excepto los de dos personas vinculadas a la Biblioteca de la Universidad de Salamanca que merecen ser citadas: son el bibliotecario Eduardo Hernández Pérez, auténtico sabueso de los libros que pertenecieron a Covarrubias, y José María Sanz Hermida, a quien se deben las ilustraciones del catálogo y las copias para archivo de seguridad de los documentos y libros expuestos.

				El Museo del Greco de Toledo, solidario con nuestro objetivo, ha proporcionado magníficas reproducciones de los retratos de Sánchez Coello y el Greco que se custodian en sus dependencias, así como autorización para exhibirlas y publicarlas. Por su parte, Patrimonio Nacional también nos ha dado todo tipo de facilidades para usar la imagen del manuscrito, conservado en la Real Biblioteca, donde se recoge el ingreso de Diego de Covarrubias en el Colegio Mayor San Salvador de Oviedo.

				La exposición nunca habría tenido lugar si no fuera por la entrega total al proyecto de Miguel Battaner, responsable del Espacio de Cultura Científica, en el marco del Servicio de Actividades Culturales de la Universidad de Salamanca. Al Espacio de Cultura Científica debemos no solo toda la organización, diseño expositivo, etc., sino también su colaboración económica para la edición de este volumen.

				La editorial universitaria Ediciones Universidad de Salamanca, representada en su directora, María José Rodríguez Sánchez de León, apostó desde el principio por Diego de Covarrubias, incluyendo este volumen en una de sus colecciones ya consagradas, y encargando la edición al editor Antonio Sánchez Sacristán, paciente y brillante profesional. 

				Finalmente, el apoyo del Consejo Social de la Universidad, concretamente del que hasta fechas recientes ha sido su presidente, don Salvador Sánchez Terán, y del secretario del Consejo, don Antonio Sánchez Calzada, ha sido decisivo para llevar a buen término este volumen. 

				• • •

				En octubre de 1561, finalizada ya la tarea que el rey le había encomendado en la Universidad de Salamanca y dos días después de la presentación de los nuevos estatutos, se leyó ante el claustro una carta del propio Diego de Covarrubias y Leyva, que terminaba diciendo: 

				Yo voy casi camino derecho a Trento por mandato de su Magestad. Do quiera que estuviere conoceré lo mucho que debo a esa Universidad y procuraré de servirla en común y particular a vuestras mercedes[3]. 

				500 años después, la Universidad de Salamanca intenta devolverle, a través de esta exposición en su honor y del libro que tiene usted en sus manos, una parte de lo que a su vez ella le debe.

				NOTAS

				
					
						[1] PEREÑA (2010) 109.

					

					
						[2] La colección griega que poseía Covarrubias ya se conocía a través de ANDRÉS (1968) para los manuscritos y de SANTANDER (1992) para los impresos, quienes se basaron en el inventario existente en el Monasterio de El Escorial. Para identificar el resto de las obras que se dan a conocer en este volumen, se ha partido de un inventario de 1569 conservado en la Biblioteca Nacional de España y en las pesquisas realizadas sobre los fondos de la Biblioteca General Histórica de la Universidad de Salamanca y de la Real Biblioteca de Madrid. La descripción de todos los impresos propiedad de Diego de Covarrubias localizados en la BGH puede consultarse en el catálogo bibliográfico de la Universidad de Salamanca (http://brumario.usal.es), realizando la búsqueda por antiguo posesor.

					

					
						[3] Carta leída ante el claustro pleno de la Universidad de Salamanca el 26 de octubre de 1561, AUSA 30, f. 120, reproducida en este volumen en el artículo del profesor RODRÍGUEZ-SAN PEDRO BEZARES.

					

				

			

		

	
		
			
				DIEGO DE COVARRUBIAS Y LEYVA: «LA VIRTUD Y LAS LETRAS»[4]

				Inmaculada Pérez Martín

				Consejo Superior de Investigaciones Científicas – Madrid

				No encontraréis bajo la capa del firmamento un estado en el que encontréis gentes más idóneas para hacerlo y manejarlo todo que el formado por aquellos que, por divina presciencia y eterna predestinación, se han consagrado al estudio de las santas Decretales.

				(…)

				¿Queréis, en tiempo de paz, encontrar un hombre apto y suficiente para gobernar bien el estado de una república, de un reino, de un imperio, de una monarquía; sustentar la Iglesia, la nobleza, el Senado y el pueblo en riqueza, amistad, concordia, obediencia, virtud y honestidad? Escoged un decretalista.

				RABELAIS, Gargantúa y Pantagruel, IV.53, 

				trad. de G. HORMAECHEA, Barcelona, El Acantilado, 2011, p. 1166.

				NUESTRA VOLUNTAD DE CONMEMORAR el quinto centenario del nacimiento de Diego de Covarrubias pretende, poco sorpresivamente, utilizar esta coincidencia para rescatar a nuestro humanista de cierto anonimato, ya denunciado por Margarita Becedas en las páginas precedentes. En estos meses centrales de 2012, que la sociedad española está viviendo con una angustia sin precedentes, esa recuperación parece más irrenunciable que nunca y su modestia está marcada por el contraste con el gran atracón de centenarios y aniversarios que hemos vivido en fecha reciente, especialmente en 1998, 2004 o (en Madrid) 2008. La forzosa modestia de nuestro homenaje a Covarrubias, sin embargo, da aún más valor al empeño de la Universidad de Salamanca por consagrar parte de sus recursos al estudio de su propia historia y no impide a los colaboradores de esta iniciativa pensar que la coyuntura que, sin ir más lejos, ha impedido el préstamo de libros no conservados en la Universidad de Salamanca, va en consonancia con el carácter austero y modesto del homenajeado. 

				Covarrubias no es ni mucho menos un desconocido (ahí están las entradas dedicadas a su figura en todos los diccionarios biográficos de su época o de la jurisprudencia) y se han escrito estudios especializados sobre aspectos concretos de sus aportaciones al derecho[5]. Del mismo modo, quien estudia la Iglesia castellana del siglo XVI o aborda acontecimientos en los que él estuvo implicado, como el Concilio de Trento, está familiarizado con su figura. Pero no por ello se deja de echar de menos un estudio de conjunto que abarque sus aportaciones jurídicas[6] o una investigación pormenorizada sobre su labor al frente del Consejo del Reino de Castilla o sobre su participación en los sínodos de su diócesis de Segovia, en el Concilio de Toledo (1565-1566) o en el de Trento (1562-1563). El presente volumen suple en parte estas carencias, puesto que su primera parte constituye una introducción a las facetas mencionadas de la actividad de Covarrubias. A su vez, las contribuciones de la segunda parte conforman un estudio muy novedoso de su biblioteca. Pero no queremos ahora repetir lo que escriben los especialistas que han colaborado en este catálogo, sino hacer una valoración general e histórica del personaje y de su obra.

				Siguiendo el programa marcado por la expresión que preside estas líneas, «la virtud y las letras», se me permitirá empezar por un ejercicio poco habitual: una valoración moral de Diego de Covarrubias alejada de la habitual retahíla de elogios. Los tiempos que vivimos están pidiendo a gritos una moralización de la vida pública y, teniendo presente la situación de nuestro país a comienzos del siglo XXI, resulta interesante volver la mirada a las reglas y costumbres por las que se gestionaba la res publica en la España filipina. Trazar un bosquejo moral de Covarrubias no es un ejercicio fácil por la escasez de textos privados que conservamos de su pluma. Lo que las fuentes más próximas al arco vital de nuestro homenajeado presentan como una autobiografía compuesta entre 1573 y 1577[7] —aceptada como tal por algunos historiadores—[8], era un tipo de narración habitual en la época, que normalmente servía de ejercicio justificatorio de los posicionamientos del autor en los conflictos entre las Iglesias nacionales y Roma, es decir, entre el rey y el papa[9]. González Dávila, en la supuesta transcripción que ofrece de la autobiografía, no tarda en pasar de la primera a la tercera persona[10], pero, tanto esta vez como las siguientes, la inclusión de información de otras fuentes es indicada con un asterisco inicial, siendo la primera un añadido breve a partir de una afirmación de Martín de Azpilcueta sobre Covarrubias. Tras el inciso, se retoma la primera persona en lo que constituye una seca enumeración de los hitos de la biografía de Covarrubias. Cuando la narración llega al Concilio de Trento, un nuevo párrafo en tercera persona introduce el testimonio del obispo de Salamanca, Pedro González de Mendoza, y se prolonga reuniendo información sobre la actuación de Covarrubias en Trento y su nombramiento al frente del Consejo de Castilla[11], tras lo cual se retoma la primera persona y, con ella —suponemos—, la autobiografía. Pero no han transcurrido muchas líneas cuando la narración se vuelve a interrumpir con el testimonio de los Emblemas de Horozco, esta vez ya no señalados con asterisco, y se inicia así la transcripción de los Avisos del rey sobre el puesto de presidente del Consejo[12]. El texto acaba con el esperable anecdotario sobre el buen juicio y el carácter justo y misericordioso de nuestro obispo. En conclusión, bien magro es el testimonio de la autobiografía de Covarrubias, casi más un informe burocrático que la narración que esperaríamos bajo ese título, y, por supuesto, poco informativo sobre la personalidad del autor.

				Tampoco surte efecto recurrir a la correspondencia de Covarrubias, que no conservamos probablemente porque nunca fue reunida ni organizada, algo especialmente lamentable, ya que el epistolar es el género que más se presta a reflejar la personalidad de su escritor. Entre los restos del naufragio, se conserva una breve misiva enviada al rey desde Trento[13], una carta a Antonio Agustín de 1565[14] y otra dirigida a Covarrubias por Cristóbal Plantino, en la que le propone publicar sus obras en las prestigiosas prensas de Amberes[15], pero el tono de la carta —escrita en latín y no en francés o incluso en español, como es capaz de hacer el impresor— revela que entre ellos no había familiaridad alguna, a pesar de que Plantino proveía a Covarrubias de libros en algunas ocasiones[16]. Por otra parte, nuestro humanista aparece en la correspondencia del profesor salmantino Hernán Núñez (el Pinciano), del historiador de la Corona de Aragón Jerónimo Zurita o del también cronista real Juan Páez de Castro, y es imposible que no se carteara con coetáneos tan afines a él como éstos. Pero del grado de su amistad o de la hipotética red de contactos con juristas extranjeros no podemos saber nada, si bien los marginalia aseguran que Covarrubias seguía con interés las publicaciones de sus colegas europeos —siempre con la limitación de las prohibidas por los índices inquisitoriales—[17].

				El Pinciano lo calificó de «un ángel en condición»[18], y ojalá ello nos permitiera colocar ingenuamente a nuestro humanista fuera del tráfico de influencias y beneficios a los que sus cargos le daban acceso y que eran lo suficientemente elevados como para marcar intensamente el debate interno de la Iglesia y las relaciones de los reinos católicos con el papa[19]. Quizá arroje alguna luz sobre esta faceta de Covarrubias el hecho de que su hermano menor, Antonio de Covarrubias (1524-1601), viviera una vida paralela a la de Diego pero siempre un paso por detrás, ocupando los cargos previamente desempeñados por el hermano mayor y, hemos de suponer, por imposición de éste[20]. Finalmente, cuando el propio humanista afirma en su testamento (Madrid 1575) que los libros de su biblioteca están pagados con su salario real y no con sus rentas eclesiásticas, creemos percibir tras sus palabras el ruido de fondo de su conciencia:

				decimos y declaramos que la dicha librería, como es notorio, la hubimos la mayor parte antes que fuésemos obispo de la iglesia de Ciudad Rodrigo, y los demás libros que después que habemos sido obispo habemos adquirido, han sido comprados del salario que su majestad nos da en este oficio de presidente de su real consejo, y si algunos habemos comprado de las rentas de nuestros obispados, han sido muy pocos[21].

				Si la segunda parte de esta afirmación no puede ser contrastada, la primera es a todas luces falsa, puesto que una parte considerable de su biblioteca está formada por libros editados y copiados después de 1560, año de su nombramiento al frente del obispado de Ciudad Rodrigo[22]. Sin ir más lejos, sabemos que los códices griegos adquiridos en Trento le costaron 1.000 ducados, una cifra escandalosa para la época, al decir de quien la menciona[23]. Comparada, sin embargo, con el monto anual de las rentas del obispado de Segovia, unos 12.000 ducados[24], la cifra ya no parece tan desproporcionada.

				Sea como fuere, a Covarrubias se le tenía por «prelado de vida inculpable»[25] y ello indica que actuó siempre de modo discreto, no que dejara de utilizar los privilegios a los que había accedido en una carrera escalonada y en gran parte por sus méritos[26]. Cuando Felipe II lo propuso para ser presidente del Consejo de Castilla en 1572, quienes apoyaban otras candidaturas sólo podían argumentar contra Covarrubias su bajo perfil político: un ánimo demasiado encogido para el puesto[27]. Pero fue justamente esta cualidad la que favoreció la elección de Covarrubias, pues el rey con su nombramiento buscaba rebajar el peso político del cargo. El jurista cumplió, según Cabrera de Córdoba, con rectitud[28].

				Da la impresión de que a nuestro humanista se le permitió mantener cierto espacio para «aficiones y obligaciones particulares», como le reprocha Mateo Vázquez en sus Advertencias[29]. Con ello Vázquez sin duda está haciendo referencia a los estudios de Covarrubias, que lo hacían desentenderse del gobierno del Reino, lo que nos lleva a glosar la segunda parte de nuestro título y del presente catálogo. La contribución de Carmen Codoñer y Juan Signes confirma tal extremo, al haber encontrado pruebas de los estudios de Covarrubias poco anteriores a su muerte, en 1577[30]. En la misma dirección apunta un testimonio en más de un siglo posterior, y cuya fuente desconocemos, según el cual Covarrubias se aburría tan soberanamente cuando esperaba a ser recibido en la antecámara del rey, que mataba el rato estudiando[31], ocupación ésta más propia de un joven letraherido que de un gobernante acuciado por el desempeño de sus obligaciones. ¡Hay que reconocer que la ambición que no ponía en las intrigas del poder beneficiaba a esos clásicos que Covarrubias no se limitaba a visitar, como Maquiavelo, a la luz de las velas, después del diurno laborío político, sino que le acompañaban donde iba, a todas horas!

				Pero si hace falta insistir en este rasgo de su carácter, la propensión al aislamiento en el estudio, mencionemos que en su testamento aún se percibe la añoranza del Colegio Mayor de Oviedo de la Universidad de Salamanca, donde, al convertirse en colegial en 1538, había podido proseguir sus estudios «con mucho más sosiego y recogimiento del que fuera della pudieramos tener»[32]. La oda a la vida retirada es casi un lugar común entre los humanistas filipinos, pero quienes entre ellos estuvieron bordeando el abismo de la denuncia inquisitorial podían reclamar el sosiego en voz más alta que nuestro prelado, quien nunca destacó por frecuentar círculos de estudio heterodoxos, como Arias Montano o Páez de Castro[33], ni llamó la atención sobre su persona con afirmaciones poco ortodoxas: un compañero de aulas salmantinas, Francisco de Mendoza, obispo de Burgos, sí lo hizo y a punto estuvo de ser encarcelado por la Inquisición[34], por no mencionar el archifamoso proceso al arzobispo de Toledo Carranza, que Covarrubias vivió[35]. Por el contrario, la impresión que deja la lectura de algunas de sus obras es, por una parte, el extremo conservadurismo que ponen en evidencia sus expresiones de obediencia a la Corona y al papa y, por otra, que no iba con su carácter tomar partido en las disputas cuando el sentido del deber o la aplicación de la ley no le obligaban a ello: en cuestiones académicas, Covarrubias puede enumerar, por ejemplo, las diversas explicaciones de un término o una sentencia sin tomar partido por ninguna de ellas. Y si esto puede ser una virtud sobre el papel, en un despacho donde se toman decisiones políticas la dificultad creada por un comportamiento así es evidente.

				En el terreno académico, en el que la información nos permite movernos con mayor seguridad que en el personal, las cualidades de Covarrubias han sido destacadas en innumerables ocasiones y son tan impresionantes que hemos de dejarnos llevar por el clamor general: con su formación salmantina como único bagaje intelectual (es decir, sin haber acudido a las aulas boloñesas como otros juristas españoles), Covarrubias disfrutaba de una formación sólida y disponía de todas las herramientas que el estudio del derecho requería en su tiempo: conocimientos profundos en latín y griego que le daban acceso a las fuentes históricas y una excelente formación jurídica. Añádase a ello la elegancia de su latín, la claridad en la exposición de los problemas jurídicos, la lectura intensa y metódica de las fuentes, y el lector entenderá por qué Covarrubias, sin haber estudiado en París o Bolonia, era respetado como jurista internacionalmente[36] y sigue despertando admiración en quien se acerca a su figura en el siglo XXI. 

				En efecto, es innegable que Covarrubias fue uno de los grandes juristas de su tiempo y que no seamos capaces de etiquetarlo de bartolista o de humanista[37] no es quizá tan importante como insistir en el hecho de que exhibía un conocimiento portentoso de las fuentes sobre la Antigüedad, en especial romana pero también griega, y sobre la historia de la Iglesia[38]. Del gran nivel de sus conocimientos de griego dan prueba irrefutable sus libros[39] y un estudio sistemático de todos sus marginalia cotejados con sus publicaciones[40], ahora que buena parte de los libros de Covarrubias se ha identificado en la Universidad de Salamanca y en otras bibliotecas, permitiría trazar su biografía intelectual, explicaría con detalle su labor jurídica sobre las fuentes y recrearía una nube de textos en forma manuscrita e impresa, permitiendo quizá reconstruir en parte la relación de Covarrubias con otros juristas contemporáneos[41]. 

				Resulta realmente peculiar que Covarrubias diera en gran medida su trabajo a las prensas sólo en su etapa docente. En aquellos años iniciales salmantinos[42], el comporta­miento de nuestro humanista es similar al de otros profesores: las primeras impresiones corren a cargo de Juan de Junta (activo en la ciudad desde 1514)[43], el único impresor que garantizaba un trabajo profesional[44]. Pero las Variarum resolutionum (1552) ya están impresas con Andrea de Portonariis, que irrumpe en el panorama salmantino atrayendo a todos los profesores del Estudio —la estrella en este contexto es Domingo de Soto, cuyas publicaciones tenían por ello un éxito asegurado—[45]. Desde la publicación en 1556 de sus dos últimas obras (en especial de su opus magnum Practicarum quaestionum), Covarrubias sólo hizo imprimir un compendio de éstas en 1558 y ello quizá revela cierto cansancio del quehacer jurídico, al que daba la espalda definitivamente aceptando el nombramiento de arzobispo de Santo Domingo (1556-1560)[46].

				En efecto, dada la frecuencia con la que hasta 1556 Covarrubias entregó a las prensas sus trabajos jurídicos, la explicación de que sus lecturas no dieran lugar a publicaciones no está en las dificultades para editar ni en un carácter poco práctico o demasiado perfeccionista. Durante el Concilio de Trento, la decisión de Covarrubias de dedicar parte de sus recursos a la compra de manuscritos le permitió sin duda fantasear con la idea de entrar en la primera división de los eclesiásticos europeos que, en el contexto de la Reforma, estaban trasvasando con sus traducciones, ediciones y comentarios la herencia de la primitiva cristiandad al convulso presente. En este contexto, poseer textos aún inéditos permitía acceder al original de traducciones difundidas gracias a la imprenta o a comentarios de las obras que ofrecían información de primera mano sobre temas cruciales en un momento de división y enfrentamiento entre cristianos. Pero cuando Covarrubias tornó a la patria, puso de nuevo los pies en tierra y renunció a producir la obra crítica y exegética que sus anotaciones preludiaban. La razón está sin duda en sus múltiples obligaciones, que le impedían dedicarse con toda su energía al estudio, pero también quizá era acorde al nuevo signo de los tiempos: cuando en su edición de Dionisio de Halicarnaso escribe que él ya había corregido el texto griego con una propuesta original diez años antes que el jurista francés Barnabé Brisson[47], la amargura que destila la nota sólo hace más patente el aislamiento de su voz: en la España filipina, sus conocimientos empezaban a ser una rareza cada vez más peligrosa[48]. Del mismo modo, el prelado debía de ser consciente de la dificultad de seguir al tanto de la actividad de los estudiosos europeos sobre la historia del derecho civil o canónico. Así, aunque los intereses animados en Trento por el trato con otros humanistas se mantuvieron vivos a través de la lectura, el trabajo nunca dio fruto.

				El efecto catalítico de Trento había puesto el derecho canónico en el ojo del huracán[49], haciendo indispensable la presencia de clérigos con formación jurídica en la batalla entre las Iglesias nacionales y Roma sobre cuestiones jurisdiccionales. El papado empezó a ejercer un control férreo sobre las fuentes del derecho canónico nombrando comisiones que examinaban con lupa las ediciones de textos que promovían pero que a duras penas conseguían aprobar, e impidió la publicación de las actas del Concilio de Trento, a la vez que iniciaba la de una gran colección de textos sinodales. Los seguidores de Lutero y Calvino rechazarán esa sacralización de las fuentes del derecho eclesiástico y su protesta se materializaría en la quema de obras de derecho canónico por parte del propio Lutero. Pero la denuncia más efectiva en el mundo de obediencia papal es la reflejada por Rabelais en el libro IV de Gargantúa y Pantagruel, de la que hemos incluido un breve pasaje al comienzo de esta Introducción. Aquí, la exaltación del canonista, puesta en boca del obispo de los papimanos (defensores a ultranza del papa contra los que hacían burla de él, los papahígos), está escrita en una clave de crítica que la descontextualización del pasaje elimina, pero hemos querido empezar con esa cita porque Rabelais ha reflejado en su obra una realidad agridulce y compleja en la que ya no vale entonar sin más el elogio del consagrado y en la que su mirada crítica es más necesaria que nunca. Algo que podemos aplicar a nuestro mitificado siglo XVI y al presente de nuestro país.
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						[40] No es raro que esas notas escritas en el margen de la página o añadidas en los extremos del volumen constituyan un auténtico estudio preparatorio de una cuestión concreta. Así sucede en el ejemplar de Dionisio de Halicarnaso BGH/9839 con la nota inicial sobre el cálculo de las «generaciones»; cf. cat. n.º 44 y el artículo de CODOÑER – SIGNES.

					

					
						[41] Cf. los ejemplos de Daniele Barbaro y Diego de Sotomayor en PÉREZ MARTÍN, infra, p. 185. El BGH/24040(1) nos enseña, por ejemplo, que el teólogo flamenco Augustinus Hunnaeus parece haber enviado a Covarrubias una copia dedicada de su De sacramentis Ecclesiae axiomata. Antuerpiae, ex officina Christophori Plantini, 1570. 

					

					
						[42] RUIZ FIDALGO (2004) 269 localiza 36 ediciones de obras de Covarrubias sólo en Salamanca.

					

					
						[43] PETTAS (2005) 318 n.º 195: In librum quartum decretalium epitome, 1545 (reimpr. 1550 n.º 264); 346 (n.º 232): In Gregorii noni titulum de testamentis commentarii, 1547.

					

					
						[44] RUIZ FIDALGO (1994) I 52-58; MANO GONZÁLEZ (1998) 74.

					

					
						[45] RUIZ FIDALGO (1994) I 65-73; MANO GONZÁLEZ (1998) 255.

					

					
						[46] No por ello dejó Covarrubias de revisar las sucesivas reimpresiones de sus obras, corrigiéndolas y completándolas, en ocasiones con largos añadidos. Cf. RUIZ FIDALGO (1994) passim.

					

					
						[47] Cf. cat. n.º 44 e infra CODOÑER – SIGNES.

					

					
						[48] GIL (1997); PÉREZ MARTÍN (2002).

					

					
						[49] KELLEY (1966) 361.

					

				

			

		

	
		
			
				CRONOLOGÍA DE DIEGO DE COVARRUBIAS Y LEYVA (1512-1577)

				
					
						
								
								1512 (25-VII)

							
								
								Nace en Toledo en el seno de una familia de arquitectos: hijo de Alonso de Covarrubias y Leyva (1488-1570), arquitecto real y maestro mayor de la catedral de Toledo, y de María Gutiérrez de Egas, miembro de una estirpe de arquitectos flamencos instalados en España

							
						

						
								
								1523 (X)

							
								
								Comienza sus estudios de Gramática y Humanidades en Salamanca

							
						

						
								
								1527 (V)

							
								
								Inicio de los estudios de Derecho civil y Derecho canónico en Salamanca

							
						

						
								
								1533

							
								
								Bachiller en Cánones

							
						

						
								
								1537 (30-IV)

							
								
								Bachiller en Leyes

							
						

						
								
								1538

							
								
								Entra como colegial en el Colegio Mayor de San Salvador de Oviedo (Salamanca)

							
						

						
								
								1538 (XII)

							
								
								Licenciado en Cánones

							
						

						
								
								1539 (II)

							
								
								Obtiene el grado de doctor utriusque iuris

							
						

						
								
								1540-1548

							
								
								Catedrático de Derecho canónico en la Universidad de Salamanca

							
						

						
								
								1548

							
								
								Deja la docencia en Salamanca al ser nombrado oidor en la real Chancillería de Granada, donde reside hasta 1559. Es el periodo en el que publicó la mayor parte de sus obras jurídicas

							
						

						
								
								1556 (26-IV)

							
								
								Nombrado arzobispo de Santo Domingo, no llega a tomar posesión 

							
						

						
								
								1560 (I-IV)

							
								
								Nombrado y consagrado obispo de Ciudad Rodrigo

							
						

						
								
								1560 (VIII)

							
								
								Nombrado por Felipe II visitador de la Universidad de Salamanca, hasta 1561

							
						

						
								
								1562 (II-V)

							
								
								Sale de Ciudad Rodrigo para asistir al Concilio de Trento, a donde llega el 18 de mayo

							
						

						
								
								1564 (II)

							
								
								Terminado el Concilio y firmadas por él las actas, vuelve a España, llegando a Barcelona en febrero

							
						

						
								
								1564 (25-X)

							
								
								Nombrado obispo de Segovia

							
						

						
								
								1565 (25-II)

							
								
								Toma posesión de la diócesis de Segovia

							
						

						
								
								1572 (X-XI)

							
								
								Nombrado presidente del Consejo Real de Castilla
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								A partir de este año comienzan a publicarse las primeras ediciones de sus obras completas (Fráncfort, Lyon, Salamanca)
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								Nombrado presidente del Consejo de Estado

							
						

						
								
								1575 (10-VII)

							
								
								Firma su testamento en Madrid, legando su biblioteca al Colegio de Oviedo de Salamanca

							
						

						
								
								1577 (6-IX)

							
								
								Nombrado obispo de Cuenca, no llega a tomar posesión

							
						

						
								
								1577 (27-IX)

							
								
								Muere en Madrid

							
						

						
								
								1586

							
								
								Se erige en la catedral de Segovia su sepulcro, con estatua yacente y epitafio

							
						

					
				

			

		

	
		
			
				DIEGO DE COVARRUBIAS Y LEYVA, VIDA Y OBRA
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				Alonso Sánchez Coello, Retrato de Diego de Covarrubias y Leyva, 1574 Óleo sobre lienzo.

				© Museo del Greco (Toledo)

			

		

	
		
			
				NOTAS SOBRE LA SOCIEDAD, LA MONARQUÍA Y LAS INSTITUCIONES DE CASTILLA EN TIEMPOS DE DIEGO DE COVARRUBIAS 

				Benjamín González Alonso

				Universidad de Salamanca

				VENIR AL MUNDO EN LAS TIERRAS DE LA MESETA en los siglos del Antiguo Régimen, y concretamente en el Quinientos, cuando lo hizo don Diego de Covarrubias, suponía nacer inmerso en unas coordenadas que, por lo demás, eran comunes desde mucho tiempo atrás a los territorios occidentales del continente europeo. Ser nativo de la zona central de la Península Ibérica implicaba por de pronto, a grandes rasgos, ser natural de un reino, súbdito de un rey —en nuestro caso del que lo fuera de Castilla— y fiel de la Iglesia de Roma. A partir de esa triple vinculación esencial —nacional, política, religiosa—, según la posición social de los ascendientes se era noble o plebeyo, así como, desde otro punto de vista, vecino de una ciudad o villa, inserto por ende en la esfera municipal —el supuesto generalizado entre la población urbana—, o bien vasallo de un señor (la situación más frecuente entre la población rural). Al llegar a la edad adulta, el eventual abandono del laicado para pasar a engrosar las filas del clero, el credo profesado por los antepasados, el ejercicio de esta o aquella actividad, el ingreso en tales o cuales cofradías o corporaciones en función de diversas circunstancias, terminaba de delimitar el círculo de la existencia hasta cerrarlo por completo. He ahí las ataduras más resistentes, las conexiones básicas, los ámbitos primordiales cuya concurrencia y superposición enmarcaba el discurrir de esa hipotética existencia, al tiempo que determinaba el disfrute del status (jurídico) preciso que correspondiese, pues el Derecho asignaba, fijaba, sancionaba las singularidades constitutivas —y privativas— del régimen derivado de los lazos a que se ha aludido de la naturaleza, la religión, el linaje, la condición estamental y profesional, la integración en el cosmos urbano o rural (municipal o señorial), etc.

				POSTULADOS IMPLÍCITOS DE LA ORDENACIÓN ESTAMENTAL

				La sociedad del Antiguo Régimen se organiza, por tanto, no como suma de individuos sino como entramado de estamentos y corporaciones ordenado, a su vez, y legitimado por una Tradición que expresa y decanta la voluntad divina, moldea los distintos sectores que componen el conjunto social, introduce entre ellos una férrea jerarquía y confiere (o no), en fin, a cada uno el bloque de privilegios que sistematizan y definen, en definitiva, la situación de los particulares y el perímetro de su actuación. Criterios rigurosamente jerárquicos configuran la sociedad y solidifican sus perfiles, mientras las redes de privilegios exteriorizan, ratifican y sustancian con veste jurídica las respectivas posiciones, les inyectan contenido, garantizan tanto su entidad como su reproducción indefinida.

				Así pues, la sociedad de la que formó parte Covarrubias, regida sucesivamente por Carlos I y por Felipe II, al igual que el resto de las sociedades europeas del Antiguo Régimen respondía, en efecto, a dos principios fundamentales de verticalidad estricta y de rigurosa discriminación social y jurídica; estaba vertebrada, en síntesis, por la desigualdad y por la jerarquía. Del mismo modo que en las ulteriores sociedades individualistas germinaría la tendencia al reconocimiento de la igualdad formal, que además se postula no como concesión graciosa sino como plasmación y traducción jurídica de una realidad ‘natural’, las sociedades corporativas, troqueladas por el aristotelismo y el pensamiento escolástico, consideraron ‘natural’, por el contrario, la desigualdad formal como mero corolario de la previa y obvia desigualdad real subyacente. Por lo mismo, segregaban discriminación y giraban en torno al privilegio. Como en tantas otras cosas, tampoco en esto representó la Castilla del Emperador y de su hijo una anomalía en la Europa de la época. Durante el siglo XVI, ya no se cuestionó el diseño de las relaciones sociales y la correlativa representación intelectual que de manera muy sucinta describo, sino que fue entonces cuando la sociedad estructurada como reunión de estados o estamentos y el modelo ideológico que la sustentaba y la nutría alcanzaron su cenit. 

				Antes de adentrarnos en el examen del tejido político e institucional castellano en tiempos de los primeros Austrias, debemos recordar aún que los contemporáneos seguían concibiendo la sociedad de su época como un organismo que, en cuanto tal, sólo puede funcionar con regularidad merced a la conjunción armoniosa de su cabeza con un cuerpo conformado a su vez por una pluralidad de miembros. Era una visión de procedencia medieval, a la que las monarquías absolutistas se mantuvieron hasta su desaparición estrechamente vinculadas. Su envoltura metafórica no debe inducirnos a menospreciarla ni llevarnos a suponer (erróneamente) que careció de mayores consecuencias. Su interés para nosotros no reside en la más o menos tópica cascada retórica que la acompañó sino en su innegable trascendencia política, pues esa concepción organicista fue el soporte y a la vez el complemento de la conformación estamental de la sociedad, al dotar de sentido a la dualidad sobre la que reposaba el régimen político en su conjunto: el binomio Rey-Reino. 

				En lo alto, como era de esperar, Dios mismo, de quien proviene todo poder según advirtiera Pablo de Tarso en la Epístola a los Romanos (13,1). La doctrina del origen divino del poder —el tercer elemento que cimenta, recorre, remata y recubre el edificio político— campea como un axioma y opera simultáneamente en tres direcciones: no sólo localiza la fuente del poder y explica dónde se halla, sino que al hacerlo, radicándola precisamente en la instancia divina, legitima además el orden político en su conjunto y sanciona la aspiración a perpetuarlo. Es verdad que, sobre la base de la inamovible formulación paulina, el pensamiento medieval había debatido ampliamente los modos posibles de transmisión del poder político. No era cuestión baladí decidir si el poder regio derivaba directa e inmediatamente de Dios, como sostenían unos, o si el Altísimo lo había depositado en cambio en la comunidad, la cual se habría reservado el ejercicio de una porción y transferido el resto al monarca en virtud del correspondiente pacto y bajo determinados límites y condiciones, según opinaban otros. En la Castilla bajomedieval encontramos representantes de ambas corrientes. Frente a los tempranos partidarios de la interpretación cesarista no faltaron adalides de las tesis contractualistas, que ganaron predicamento a lo largo del siglo XV y se pronunciaron con la máxima contundencia durante la guerra de las Comunidades. La estrepitosa derrota de Villalar no contribuyó precisamente a robustecer el principio contractualista, pero tampoco llevó consigo su total y definitiva desaparición. La creciente preeminencia del polo monárquico le restó virtualidad y pujanza, y la consolidación de la dinastía tampoco favoreció su fortalecimiento; quedó muy debilitado, pero no se extinguió ni en la doctrina política, teológica y jurídica, ni en la conciencia —en el imaginario— de los castellanos. Se diría que perduró como un rescoldo, presto a reavivarse y a propagarse en circunstancias favorables con inusitada intensidad. 

				LA MONARQUÍA UNIVERSAL Y EL REY DE CASTILLA

				Rey y Reino son, en consecuencia, los personajes de la trama principal, la cabeza y el cuerpo, respectivamente, del organismo político. Dos personajes, pero un protagonista, porque debe quedar claro que en la práctica política el papel estelar corresponde a aquél. Al menos en Castilla la balanza se ha desnivelado y Rey y Reino no se encuentran en pie de igualdad; el equilibrio se ha desvanecido. Con independencia de la modalidad concreta de su supuesta transmisión originaria que los distintos autores o sectores de opinión suscribieran en cada caso, en Castilla se postuló unánimemente el origen divino del poder regio, con lo que ello significaba, lo que confirió a fortiori al titular del trono una posición de inocultable superioridad. El régimen político castellano, declaradamente monárquico, transpiraba ese monarquismo sin reservas por todos los poros de la superficie política e institucional, sin que faltaran incluso declaraciones extremas como las de aquellas leyes de las Partidas (II, 1, 5 y 7) que atribuían al rey la condición de vicario de Dios en la tierra para la gestión de los asuntos temporales.
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				Fig. 1: Celse-Hugues Descousu, Reportorio de las leyes de todos los reynos de Castilla, Valladolid, 1547

				En lo que en el siglo XVI la Monarquía hispánica no resultó comparable a sus congéneres en el concierto europeo occidental fue en sus dimensiones planetarias y en el correlativo grado de complejidad de su estructura interna. No es superfluo recordar que tampoco en la centuria mencionada el reino de Castilla equivalía propiamente a la Corona de Castilla ni mucho menos ésta se confundía con España —realidad evidente, por lo demás, la de España, dicho sea de paso, consecuentemente tenida por tal dentro y más allá de nuestras fronteras— ni, en tercer lugar, fueron los territorios estrictamente hispánicos los únicos —entonces menos que nunca— regidos por una monarquía en la fase álgida de un proceso de expansión cuya magnitud explica que sin incurrir en hipérbole se la denominara Monarquía universal. En ese contexto, en medio de esa geografía desbordante y desbordada, Castilla sólo era una pieza de la Monarquía hispánica, si bien constituía el principal eslabón de la cadena; mero fragmento, pero porción primordial, centro político de la misma y parte la más extensa, en cambio, próspera y poblada de la Península. Sellada en la remota fecha de 1230 su unión definitiva con el reino de León —que derivaba de Asturias e irradiaba hacia Galicia—, el reino de Castilla —que aglutinaba la Montaña, la Rioja y las Vascongadas— había formado con aquél la Corona de Castilla —esto es, un espacio político común, único e indivisible, que a eso se llamaba corona en el lenguaje jurídico-político de la época— y había proseguido su expansión hacia el sur, que ya no se detuvo hasta culminar a orillas del Atlántico, de las costas mediterráneas de Murcia, luego de las penibéticas y al incorporar, en fin, el archipiélago canario. A un lado de los territorios castellanos en sentido lato (esto es, de dicha Corona de Castilla) el reino (independiente) de Portugal; al otro, la Corona de Aragón, formada a su vez por los reinos de Aragón, Valencia y Mallorca, y el Principado de Cataluña, y unida a la Corona castellana desde el reinado de los Reyes Católicos. En medio Navarra, anexionada en 1512, quedó incorporada a Castilla en 1515, aunque conservó dentro del conjunto castellano su personalidad propia, es decir, la condición de reino «de por sí» y la integridad de su ordenamiento jurídico y de su aparato institucional.

				Si a ese bloque castellano-aragonés integrado por ambas coronas agregamos la herencia ítalo-aragonesa, la inmensidad de las Indias (incorporadas a Castilla), la herencia borgoñona de Carlos I y la portuguesa (con sus propias posesiones ultramarinas) que más tarde recayó en Felipe II, obtendremos una imagen aproximada del soporte territorial de la Monarquía universal a la que se ha aludido. Monarquía compuesta, ciertamente, resultado de la confluencia en la dinastía —con frecuencia mera yuxtaposición, en virtud de las correspondientes uniones personales— de un rosario inacabable de reinos y territorios repartidos por los cinco continentes[50]. Dentro, repito, de ese conglomerado inabarcable, el núcleo castellano, y en medio de ese núcleo Madrid, desde donde, a partir de 1561, se rige Castilla y se rige la Monarquía, es decir, se gobierna el mundo. 

				Cada parte, naturalmente, con distinto título, de diferente manera, con arreglo a instituciones y normas propias, privativas, que, como imaginaremos sin esfuerzo, a veces difieren entre sí extraordinariamente. Ni siquiera Castilla, a la que Carlos I no tenía empacho en proclamar expresamente «cabeza de la Monarquía», era por dentro tan uniforme a estos efectos como a menudo (y erróneamente) se piensa. O sea que esa monarquía única, compuesta por una inmensa pluralidad de reinos y territorios dispares, albergaba además en su seno no menor diversidad de regímenes, de variedades jurídicas y de complejos institucionales. No se exageraba antes al subrayar esa falta de uniformidad y al destacar el elevado grado de heterogeneidad interna de la Monarquía hispánica.

				De lo anterior se desprende que la posición del monarca difícilmente podía ser idéntica en todos los territorios. No existe un estatuto de la Monarquía en cuanto tal —esto es, en tanto que unidad política— expresamente formalizado que sea común a los reinos que la integran, no hay un perímetro reglado que delimite con carácter general y alcance universal el poder regio, su contenido y su ejercicio. Lo que hay en cada una de las partes que componen el todo es un acervo de costumbres, tradiciones, prácticas, reglas y principios privativos, dotados, además, según los casos, de muy distinto grado de formulación y desarrollo, lo que sin embargo no excluye que se encuentren recorridos por multitud de semejanzas, que respondan a patrones comunes y que produzcan efectos parejos. Por debajo del juego cruzado de particularismos en ocasiones enfrentados entre sí y en apariencia irreductibles, circulan algunas corrientes profundas que sutilmente segregan usos similares y expanden técnicas de gobierno mucho menos distantes de lo que a simple vista parece.

				Asistimos, en suma, al despliegue de una complejísima y delicada dialéctica entre la unidad de la monarquía, que se concreta en la figura del rey, y el abigarrado mosaico de la diversidad territorial. Aquélla —la unidad— no es meramente simbólica; cobra efectividad porque los titulares del trono (primero Isabel, después Carlos I, luego Felipe II) ejercen por sí mismos, directa y personalmente, sin interrupción, un poder tendencialmente aglutinador, e imprimen al funcionamiento del conjunto una dirección política única y definida, que se manifiesta en todos los órdenes, también (y muy especialmente, pero no sólo) en el ámbito de las alianzas y relaciones exteriores, comprendidas las que se mantienen con la Iglesia y con el Pontífice en su condición de soberano temporal. Ésta —la diversidad— imposibilita y excluye la uniformidad (que en el siglo XVI ni siquiera se pretende) y a veces se materializa en un exacerbado casuismo. Los gobernantes, empezando por los propios reyes, conocían bien esa realidad, la presuponían y solían actuar en consecuencia. En lo que se refiere al núcleo estrictamente hispánico, ambos planos —unidad y diversidad— resultan indisociables y complementarios. Innegable la existencia de numerosas variantes en absoluto desdeñables, no lo es menos que remiten y se insertan en un tronco único, inequívocamente común, muy compacto, dotado, en fin, de extraordinaria solidez y fortaleza.

				Sentado lo anterior y precisada la posición vertebral de los reinos y territorios castellanos lato sensu, podemos descender ya de lo general a lo particular y, abandonando la consideración de la Monarquía tanto en su dimensión universal cuanto en su proyección rigurosamente hispánica en el concierto regnícola peninsular, centrarnos, por exclusión, en el examen del ámbito estricto de la realeza y de las instituciones de la Corona de Castilla. Como se ha anticipado, en el siglo XVI —no ocurriría lo mismo más adelante— los ocupantes del trono desempeñaron efectivamente el poder regio, lo que no carece de importancia, entre otras razones porque ello estampó con trazos indelebles en la maquinaria institucional y, por ende, en la gobernación de Castilla la impronta inconfundible de cada uno de los sucesivos monarcas. Junto a ese ejercicio personal, aun la más sucinta evocación del oficio regio debe registrar cuando menos el doble carácter concentrado y absoluto de la potestas del monarca (los dos rasgos esenciales cuya superposición define y conforma el régimen político absolutista en su más amplio sentido). Para designar las facultades inherentes al poder regio —aquellas que la Reina Católica no se había privado de subrayar en su testamento que eran inalienables e imprescriptibles, y que en la vecina Francia Bodin catalogaría como marcas o señales indubitables de la soberanía— se consagró en la lengua castellana el vocablo «regalías», que los juristas, por su parte, se encargaron de elevar a la categoría de concepto axial de la ordenación política. Comprendían (y agrupaban) la totalidad de los campos entonces roturados del quehacer público exclusivo del rey, desde la potestad de declarar la guerra, hacer la paz y dirigir las relaciones exteriores, hasta la de acuñar moneda, pasando por otros cometidos también indiscutidos como la designación de magistrados y oficiales o alguno tan controvertido, en cambio, como el establecimiento de impuestos. No obstante, y partiendo de la base de que, naturalmente, ninguno de los mencionados era banal, los tres ámbitos en mi opinión esenciales y en los que no cabe dejar de detenerse, por brevemente que sea, al pergeñar la silueta del poder regio en Castilla eran los relativos a la alta justicia o justicia superior, a la potestad exclusiva de dar leyes y al derecho de gracia.

				Por lo que a aquélla concierne, procede recordar que desde el Medievo se había venido considerando al rey primaria y primordialmente como iudex, como responsable ante todo —no se olvide que por encargo divino— de mantener a sus súbditos, según se repite machaconamente en los textos castellanos, «en paz y en justicia». Era una herencia que los primeros Austrias habían recibido de los Reyes Católicos, y con ella el encargo de atribuir a dicha justicia incondicional prioridad y de respetar inexcusablemente sus exigencias. También por esto y desde esta concreta perspectiva fue la castellana una monarquía jurisdiccional, como la propia sociedad castellana en irremediable ósmosis y propensa a judicializar intensa y obsesivamente la práctica totalidad de las manifestaciones de la vida colectiva. ¿Cómo sorprenderse, entonces, de la superabundancia en Castilla de jueces de toda laya y de la proliferación de jurisdicciones que exuda la sociedad corporativa? El rey no sólo se muestra incapaz de revertir ambos fenómenos sino que los tolera, agrava sus consecuencias con innumerables concesiones (desde los antiquísimos privilegios de inmunidad en adelante), ahora bien, salvaguardando indefectiblemente y aquí sin excepciones dignas de nota la exclusividad y preeminencia de su justicia, de la justicia suprema o soberana, de la mayoría de justicia, que así se la denomina e irradia en Castilla en una triple dirección: mediante la intervención de los jueces regios en los casos de mengua de justicia, en el conocimiento de los casos de corte (en permanente expansión) y en la decisión irrenunciable del último recurso[51].

				Emanación también en su origen del tronco de la iurisdictio, fue adquiriendo a lo largo del tiempo progresiva trascendencia hasta alcanzar en Castilla su plenitud precisamente en el siglo XVI la potestas condere leges, exaltada en Francia por Bodin como la marca por excelencia de la soberanía. He aquí que el rey, sin perder su preciada y relevante condición de juez supremo, se transmuta simultáneamente en legislador, en el curso de un proceso paulatino y rico en episodios de fuerte confrontación política con los estamentos del reino que aquí no cabe ni siquiera apuntar. Vapuleada por sucesivas alternativas, la Monarquía castellana logró y consolidó al cabo no ya el mero reconocimiento nominal de la titularidad de la potestad legislativa, sino el ejercicio exclusivo, efectivo e incondicionado de la misma. Los Reyes Católicos —sin disputa posible los mejores gobernantes de nuestra historia—, como casi siempre en casi todo, habían dejado el camino expedito a sus sucesores al normalizar la real pragmática y abundar en su empleo como modalidad legislativa en pie de igualdad con los ordenamientos dictados en —que no con, y ya se comprenderá que el matiz no es trivial— las Cortes. Se puede afirmar rotundamente que en la Castilla del siglo XVI el rey legisla en solitario y sin cortapisas políticas de ningún género[52]. Cosa distinta es, por supuesto, que no lo haga sin recabar y contar con el irreemplazable concurso (no sólo técnico) del Consejo Real, que mediante el consabido cruce previo de las correspondientes consultas prepara, elabora cuidadosamente, dictamina, modula y ultima en cada caso sucesivos borradores y proyectos con agotadora ponderación. Ambos extremos son complementarios: el rey consulta con regularidad a su Consejo y no decide sin su asesoramiento, bien entendido que la opinión manifestada por los consejeros no es vinculante para el monarca, cuya voluntad es la única que cuenta siempre y en todo caso, de conformidad con el viejo apotegma romano según el cual quod principi placuit legis habet vigorem. 

				No errará, por tanto, el lector al concluir que el rey no era de ningún modo una mera figura decorativa; no sólo no lo era, sino que el régimen político giraba por entero en torno a su persona. Mas, para obtener una visión exacta del inmenso caudal político que concentraba en sus manos, al escueto recuento que antecede de varias de las principales regalías hay que agregar todavía inexcusablemente la mención de otro hecho crucial: el rey de Castilla tampoco se encontraba vinculado en su actuación a las leyes que él mismo dictaba (en rigor, al Derecho positivo en su conjunto). Para dar cuenta de tan trascendental particularidad los juristas, como tantas veces a horcajadas entre la Teología y el Derecho romano, habían elaborado tiempo atrás la doctrina que diferenciaba en el titular del trono una doble potestad, haciendo recaer en él, junto a la ordinaria, otra potestas extra ordinaria en virtud de la cual, según rezaba la máxima romana, aquél se encontraba legibus solutus, esto es, era depositario de un poder absoluto. Múltiples malentendidos y simplificaciones se han adherido a esta realidad hasta enturbiarla y aun desfigurarla por completo, cuando lo cierto es que, al postular el carácter absoluto de los monarcas del Antiguo Régimen, en el caso concreto que nos ocupa el de los reyes de Castilla, nada se predica en principio respecto de la extensión o de la profundidad e intensidad del referido poder regio; no se afirma su incontrolada e incontrolable expansividad, su eventual proyección sobre la totalidad de los ámbitos pensables, y tampoco que su fortaleza lo tornara irresistible o despótico: se proclama, sencillamente, la desvinculación del príncipe respecto de la ley civil, su no subordinación a las normas jurídicas positivas. En eso consistía hallarse legibus solutus, nada más y, claro es, nada menos que en eso, puesto que atribuir tal potestad al monarca de hecho equivalía a declararlo inmune a las limitaciones ocasionalmente introducidas por el ordenamiento jurídico, por más que a la vez se enfatizara la incontestable subordinación del rey al Derecho divino y, como parte del mismo, al Derecho natural, tan caro al pensamiento escolástico e invocado sin falta y con rara unanimidad por la doctrina.

				Las cláusulas con las que se anunciaba y revestía el ejercicio de la potestad absoluta —del «poderío real absoluto»—, precozmente puestas en circulación por los Trastámaras (por Juan I) a fines del siglo XIV, airada y reiteradamente denunciadas durante un largo período como exorbitantes por la opinión castellana, se hallaban a la altura del siglo XVI asimiladas por completo y enteramente integradas en la práctica jurídica y política de la época como lo que en verdad eran: una válvula de escape insustituible, indispensable, que permitía al titular del trono eludir determinadas formalidades o restricciones legales en aras del interés público, en ocasiones de la necesidad perentoria de aliviar las urgencias de una hacienda siempre exhausta, de la inexcusable canalización de aquellas exigencias que reclamaban imperiosamente la entrada en escena de esa otra fundamental regalía antes citada y de la que, en efecto, no cabía prescindir: la gracia regia[53], cuyo ejercicio encauza y formaliza en el acaecer político cotidiano la adjudicación de mercedes, de perdones, exenciones, dispensas o legitimaciones, el sobreseimiento o avocación de pleitos, las concesiones de todo tipo (de oficios, de señoríos…), etc. Al invocar y ejercer de facto la potestad absoluta —o sea, al actuar al margen y sin sometimiento a las ataduras de la ley positiva— por la vía de la gracia el rey incorpora la excepción, la diferencia, la singularidad, el privilegio, en suma, allí donde la aplicación taxativa e incondicional de las normas generales hubiera obstaculizado al máximo la continuidad y reproducción de la estructura social y el apaciguamiento de sus tensiones. Luego función tan capital para la subsistencia de una sociedad estamental evolucionada como era la castellana en tiempos de los primeros Austrias excedía con mucho del puro capricho regio; considerarla como mera muestra y manifestación de la arbitrariedad del trono supondría renunciar a comprender su profundo sentido e incurrir en la más burda simplificación. La gracia es uno de los vehículos, de los instrumentos a través de los cuales se exterioriza de manera señera y ejemplar la extra ordinaria potestas del monarca. Pero conviene añadir, porque lo contrario implicaría caer en otra simplificación de otro género, que el ejercicio de la potestad absoluta no era el único mecanismo de salvaguarda del equilibrio estamental: ¿cómo menospreciar, por ejemplo, la enorme trascendencia del papel que simultáneamente desempeñaba a estos efectos, aunque lo hiciese en otro terreno (el de la justicia) y batiéndose con otras armas, el arbitrio judicial? Por otra parte, la gracia no agotaba las manifestaciones del poder absoluto, que tenía a su alcance y se materializaba simultáneamente a través de otros cauces de actuación (por ejemplo, dictando reales pragmáticas). Luego la realidad era todavía más compleja, el poliedro presentaba aún más caras: deslumbrados por la obviedad de que al activar su potestad absoluta el rey «fabricaba» todos los días un sinfín de privilegios —y en esa medida contribuía a alimentar y reproducir la desigualdad—, con demasiada frecuencia se ha dejado de reparar en aquellos otros supuestos en los cuales, al ejercitar el poderío real absoluto, o sea, al actuar legibus solutus, el titular del trono no «producía» privilegios (por definición singulares) sino que los anulaba o bien creaba normas generales, vinculantes, por ende, para la totalidad de los súbditos. En todo caso, en la potestad absoluta del monarca residía el punto nodal del régimen político.
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				Fig. 2: Ordenanças reales de Castilla, compiladas por Alfonso Díaz de Montalvo, Alcalá de Henares 1565

				LA MARAÑA INSTITUCIONAL

				Tales fueron, en apretada síntesis, los fundamentos sociales y políticos sobre los que se desplegó el vastísimo conglomerado institucional de la monarquía más poderosa de su tiempo, es decir, sobre los que reposaba la gobernación diaria de la Corona de Castilla. La estructura organizativa instaurada y puesta en funcionamiento por los Reyes Católicos permaneció incólume en lo esencial hasta el advenimiento de los Borbones, pero a lo largo del siglo XVI menudearon las reformas parciales que adaptaron dicha organización a las nuevas necesidades. Tales cambios se acumularon, sobre todo, en la década que siguió al fracaso de las Comunidades y, más tarde, en el curso del dilatado reinado de Felipe II, en el que culminó tanto el desarrollo del aparato institucional —sin duda el más evolucionado de su época— como el grado de influencia del personal de extracción letrada —el traído y llevado «gobierno de los letrados»— al servicio de la monarquía[54]. Para abarcar de un rápido vistazo tan imponente maquinaria convendría, a mi juicio, separar hasta cuatro ámbitos, claro es que sin perder nunca de vista que en modo alguno constituían ni de hecho funcionaban como otros tantos compartimentos estancos sino que eran planos interconectados e interdependientes, entre los cuales abundaron las relaciones de todo tipo, las interferencias y, por supuesto, los conflictos.

				La primera de esas esferas, la más cercana a la persona del rey, era la de la corte, donde se desenvolvía la vertiente doméstica y familiar del monarca[55]. Huelga advertir que distaba de agotarse en los aspectos puramente privados; antes bien, era el espacio en el que germinaban y pugnaban las camarillas, el juego de influencias más o menos confesables, el clientelismo, las facciones. La tradicional sobriedad de la corte castellana saltó por los aires al introducir Carlos I el modelo borgoñón, y el armatoste cortesano ya no recuperó la austera simplicidad que los castellanos no cesaron de añorar.

				El segundo, importantísimo ámbito a considerar es el del gobierno central, que en el siglo XVI descansaba sobre lo que los historiadores de las instituciones denominan «régimen polisinodial», esto es, sobre un conjunto de organismos colegiados, de Consejos de la Monarquía que incorporaban a su función primariamente consultiva la gestión de innumerables asuntos gubernativos —que se solían tramitar por la vía del expediente—, así como, en la mayoría de los casos, una no menos importante vertiente jurisdiccional —que se ejerce por la vía del proceso judicial—. La organización, competencias, particularidades de funcionamiento, etc., de los distintos Consejos (reguladas en sus respectivas y sucesivas Ordenanzas) se establecen bien en razón de los distintos reinos o territorios, bien de su especialización en el tratamiento de determinadas materias o géneros de asuntos. Entre los Consejos «territoriales» la significación más destacada corresponde al Consejo de Castilla[56], verdadera pieza clave del aparato institucional, cuyo presidente —don Diego de Covarrubias lo fue desde 1572 a 1577, año de su muerte— es, por ello, la persona de mayor relevancia institucional después del propio rey. Entre los Consejos «funcionales» cabe citar, a título de ejemplo, al de Hacienda o, a causa de la primacía de su rango, al Consejo de Estado, que tenía a su cargo lo atinente a las relaciones exteriores[57]. Presidido, como se supondrá a efectos puramente nominales, por el rey, alcanzó particular preeminencia en su seno, en defecto de un presidente efectivo, la figura del secretario, lo que convirtió a dichos secretarios de Estado en personajes sumamente influyentes en el acontecer político[58]. A la proliferación de Consejos se unió todavía la ocasional aparición de Juntas, que contribuyeron a complicar sobremanera el de por sí recargado panorama sinodial.

				Sin perjuicio de las atribuciones judiciales que progresivamente recayeron en la mayor parte de los Consejos —por eso mismo, como el lector ya habrá adivinado, organismos mixtos, a la vez consultivos, gubernativos y judiciales—, muy especialmente en el de Castilla, la justicia superior se encontraba depositada en las dos Chancillerías, con sede en Valladolid y en Granada, que la ejercían en nombre del rey y con su propio sello al norte y al sur del Tajo, respectivamente[59]. Aunque tampoco fueran órganos exclusivamente judiciales ni circunscritos en cuanto tales a la justicia civil, su principal competencia consistía en el conocimiento por parte de los oidores de las apelaciones de las causas civiles. No es inoportuno traer a colación en este momento que, tras haber profesado varios años en Salamanca como catedrático de cánones, nuestro Covarrubias, jurista sobresaliente, fue designado y ejerció como oidor de la Chancillería granadina a partir de 1548. Las Audiencias de Galicia, Sevilla y Canarias poseían jurisdicción y rango inferiores al de ambas chancillerías.

				Que la Monarquía fuera titular de la soberanía, encarnación por excelencia del poder político y, por ende, columna vertebral del régimen institucional, no significa que con el del rey, y pese a su cada vez más incontestable hegemonía, no coexistieran y concurrieran otros poderes que resulta imposible dejar de mencionar incluso en un esquema tan ceñido como el presente. Entre esos poderes, que, no obstante su heterogeneidad, agrupo aquí, a falta de denominación más precisa, bajo el rótulo de «concurrentes», hay que citar al menos al Reino y a la Iglesia, como es obvio de muy dispar naturaleza, dotada ésta de una organización propia, paralela a la de la Monarquía y también considerablemente desarrollada, y «representado» aquél (en el habitualmente incómodo diálogo con la Corona que discurre en sus sesiones) en las Cortes que el rey convoca y clausura a su voluntad[60]. El evidente predominio de la Corona no debe llevarnos a minusvalorar la importancia de las Cortes y su extraordinaria significación en el acaecer político e institucional. De la evolución que registraron en el siglo XVI sobresalen dos aspectos. Su composición, de una parte, experimentó el cambio derivado de la retirada del clero y de la nobleza en 1538, que se convirtió en definitiva y dejó reducida la asamblea a la presencia de 36 procuradores, dos por cada una de las 18 ciudades con voto a las que permanecían vinculados en razón del mandato imperativo que de las mismas habían recibido. Con independencia de las peticiones presentadas por los procuradores ciudadanos, el asunto principal para el monarca de cuantos se ventilaban en las Cortes no era otro que la concesión del servicio solicitado, precedida por lo regular de fuertes tensiones y de arduas negociaciones conducentes a suavizar la arriscada oposición de las ciudades. Precisamente éste fue el terreno en el que se produjo la segunda gran novedad a que he aludido: la aparición a fines de siglo de un nuevo servicio denominado de millones suscitó debates tan intensos y prolongados que, al pedirlo por segunda vez en las últimas e interminables Cortes de su reinado, Felipe II murió sin verlo aprobado tras seis años de fuertes discusiones. El servicio de millones desencadenó una dinámica nueva, abrió otra fase en las relaciones del reino representado en las Cortes con el rey que transcurriría ya a lo largo del siglo XVII.

				Las relaciones de la Monarquía con la Iglesia revistieron un grado de complejidad que las torna irreductibles a los análisis simplistas y a la reiteración de clichés y tópicos manidos. Discurrieron a través, cuando menos, de dos cauces de recorrido a menudo tortuoso y divergente. Mientras la política de la Monarquía en las materias estrictamente religiosas se atuvo indefectiblemente y discurrió siempre por el sendero de la más rigurosa sujeción a la ortodoxia, la política eclesiástica estuvo salpicada de frecuentes y en ocasiones graves desencuentros con el Pontificado, que a veces llegaron a afectar a la orientación de la Inquisición o de algunas órdenes religiosas, sometidas (por ejemplo, la Compañía de Jesús) a profundos desgarros.

				Por lo que se refiere al gobierno fuera de la Corte, a la red institucional «periférica», resulta de todo punto inevitable establecer otra distinción previa, ahora entre los lugares, poblaciones o territorios de señorío y los de realengo. En aquéllos, inicialmente y en último término en virtud de la correspondiente delegación regia, el señor se subroga en la posición de los oficiales regios y es quien ejerce las funciones públicas[61], por lo general a través de los agentes por él designados a tales efectos, no sin atisbos a veces de la aplicación de modalidades electivas practicadas por los habitantes del señorío y, desde luego, bajo la supervisión y control ulterior de la gestión de tales cargos señoriales, que la Corona encomienda a las chancillerías y al Consejo. En el realengo persiste mientras tanto la presencia avasalladora, el peso inmenso, perdurable, de las seculares tradiciones municipales, víctimas, en verdad, de implacable erosión pero inextinguibles, parte sustancial, decaída pero entrañable, reducto irrenunciable de la cultura y antes del instinto político de los castellanos. La proverbial carencia de una red uniforme de circunscripciones territoriales se suplió en Castilla con el arraigo inmemorial de los municipios, antaño pujantes, regidos desde mediados del siglo XIV en adelante —cierto que con dosis decrecientes de autogobierno, herido por el progresivo intervencionismo regio— por sus respectivos ayuntamientos[62]. El ayuntamiento lo integran no sólo pero principalmente los regidores, cada vez más numerosos (al igual que los restantes oficiales municipales) a causa de los sucesivos acrecentamientos a los que la Monarquía procede a fin de sanear la hacienda y que dislocan por completo el gobierno concejil, presidido en las poblaciones más importantes de la Corona por un corregidor de nombramiento regio —61 en 1515, 63 en 1575, 68 en 1597— que, además de presidir el respectivo ayuntamiento o cabildo y de ejercer como agente por excelencia del poder del monarca al frente del corregimiento, imparte justicia en primera instancia en materia civil y criminal[63].

				Tras el apretado y enfadoso recuento que precede, si el lector se preguntara por la quintaesencia del colosal entramado institucional de la Monarquía castellana, por el esqueleto que en último término soportaba en Castilla el peso de la vasta mole institucional filipina, le respondería que constaba de tres elementos capitales: el Consejo Real, las Chancillerías y los Corregidores.

				NOTAS

				
					
						[50] Sobre la realidad que se describe y el concepto de monarquía «compuesta», cf., por todos, ELLIOTT (2002) 65-91.

					

					
						[51] Sobre todo ello, cf. GONZÁLEZ ALONSO (1988) 377 y ss.

					

					
						[52] GONZÁLEZ ALONSO (1997) 693 y ss.

					

					
						[53] Sobre esta materia, cf. DIOS DE DIOS (1993).

					

					
						[54] Cf. PELORSON (2008).

					

					
						[55] Entre una bibliografía cada vez más copiosa, cf., por todos, MARTÍNEZ MILLÁN (1994).

					

					
						[56] Cf. DIOS DE DIOS (1982).

					

					
						[57] Cf. BARRIOS (1984).

					

					
						[58] Cf. ESCUDERO (1969).

					

					
						[59] Cf. GARRIGA (1994) y GÓMEZ GONZÁLEZ (2003).

					

					
						[60] Cf. FORTEA (2008).

					

					
						[61] Cf. GUILARTE (1987).

					

					
						[62] Cf. POLO MARTÍN (1999).

					

					
						[63] Cf. GONZÁLEZ ALONSO (1970).
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